
EL ANTIMONARQUISMO DE LOS PROGRESISTAS (1864-65)
Antonio Cánooas del Castillo y la Ley de Prensa del 29 de junio de 1864

Por CELSO ALMUIÑA FERNÁNDEZ

1. LA MONARQuíA DE ISABEL II EN LA DÉCADA DE LOS 60

El retraimiento de los progresistas de la lucha política a partir de 1863 po­demos considerarlo como el punto de arranque del fenómeno revolucionario, almenos desde un punto de vista exclusivamente político, que culminará un quin­quenio más tarde en "La Gloriosa" con el destronamiento de un rey -Isabel II-,hecho sin precedentes en nuestra historia moderna.
Tanto los moderados como la Unión Liberal habían disfrutado del poder envarias ocasiones. Tras el desbancamiento de los unionistas en 1863. los progre­sistas abrigan la esperanza de llegar por fin al poder de una forma pacífica -sintener que recurrir a la fuerza como en 1854--; sin embargo, sus esperanzas seven frustradas y se inclinarán cada vez más decididamente por la vía revolu­cionaria.
Tras la dimisión del gobierno O'Donnell -22 de febrero de 1863- Isabel IIse niega a llamar a los progresistas al poder, lo que equivalía en la práctica a queel progresismo se colocase "al margen del régimen de Isabel Il" l. Las bases delrégimen monárquico quedaban seriamente erosionadas, toda vez que otra senede partidos, por razones diversas, no aceptaban tampoco a Isabel 112. A partirde este momento el objetivo básico de la oposición, cada vez más fuerte, ya noserá sólo destronar a Isabel Il -como pretendían los carlistas-, sino que inclu­so amplios sectores de opinión comienzan a mostrar un sentimiento claramenteantimonárquico -la monarquía pasa a incluirse entre los "obstáculos tradicio­nales" que Se consideran opuestas al progreso de la nación.
Desde el punto de vista de los Medios de Comunicación tenemos que hacerun breve retroceso en el tiempo para poder comprender lo que pasa en estos cru­ciales años de 1864-65. Tras la caída de los progresistas en 1856 los moderados

I José Luis COMELLAS: Cdnovas, Madrid, 1965, pág. 98.
2 "De los tres partidos que juegan sus posibilidades dentro de los estrechos caucespolíticos que el régimen define. sólo dos lograrán alcanzar el poder, en tanto los pro­gresistas aparecen como permanente outsider dentro del sistema, posición en que lesacompaña un sector de opinión, los absolutistas de Isabel 11, monárquicos o neocatólicos,que no llegarán siquiera a constituirse en partido". Miguel ARroLA: Los Partidos Polí­ticos, Madrid, 1974, pág. 266.
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vuelven al poder, acaudillados por Narváez. La novedad mayor de este gabinete
reside en encargarle el puesto clave de gobernación al neocatólico Nocedal.

Cándido Nocedal alumbra el 13 de julio de 1857 una ley 3 extremadamente
dura 4. Mezcla de censura previa y depósito la "Ley Nocedal" se convierte en
manos del Gobierno en un instrumento enormemente eficaz para controlar a la
prensa e impedir cualquier tipo de crítica al gobierno. Pese a la fuerte oposición
de los periódicos desde el primer momento de su promulgación y a las múltiples
promesas de los sucesivos gobiernos, lo cierto es que la "Ley Nocedal" está vi­
gente durante más de cinco años. La Unión Liberal se encontró con un precioso
instrumento a su disposición -elaborado por los moderados-, que usará profu­
samente durante el largo mandato de O'Donnell.

Tras la caída del unionista en 1863 uno de los objetivos básicos de la oposi­
ción, al menos a nivel de declaración pública, es la supresión de la odiada
ley. Arrazola 5, como gesto de buena voluntad para atraerse a la prensa, ordena
retirar todas las denuncias pendientes contra los periódicos, salvo, cuando se tra­
tase de injurias o calumnias. Recurso al que recurrirán prácticamente todos los
gobiernos a partir de este momento con el citado fin, pero casi siempre sin los
apetecidos resultados.

Hasta estos momentos la Reina goza de cierta popularidad, al menos entre
el pueblo -"la reina comprendía al populacho't-c-": pero a partir de ahora, de­
bido a una compleja serie de razones -sus debilidades y vida íntima será en de­
finitiva el pretexto, el catalizador de un malestar mucho más profundo-, Isa­
bel II pierde el favor popular al menos de gran parte de los Medios de Comuni­
cación -como pretendo demostrar- y lo que aún es peor para el régimen: el
mismo sistema monárquico será puesto en entredicho.

Se ha afirmado que la mayor contribución de los demácratas a la Revolución
del 68 fue el aislamiento moral a que sometieron a la monarquía por medio de
su "prensa clandestina" 7. Sin ser falsa esta afirmación, al menos deberíamos ma­
tizarla en un doble sentido: en primer lugar, no sólo la prensa clandestina de­
mócrata sino también algunos periódicos plenamente legales llevan a cabo, y en­
trelíneas, una soterrada campaña de desprestigio de la monarquía. Labor de
zapa que juzgamos más eficaz -aunque no tan vistosa- que la realizada por
la prensa clandestina. La difusión de ésta es siempre mucho más restringida
por principio y llega generalmente a los ya convencidos, para que las virulentas
críticas de la prensa clandestina produzcan un verdadero impacto en la opinión
pública es necesaria esa labor previa de zapa. Pero en esta tarea previa no sólo
la va a llevar a cabo la prensa demócrata "autorizada", sino también y posi­
blemente con un mayor impacto en los círculos detentadores del poder la pren­
sa progresista. Tesis que espero demostrar más adelante. Los progresistas a
partir de este momento y a lo largo de 1864 y 1865 (período que consideramos
como el punto de arranque inmediato del fenómeno revolucionario) a través
de la prensa adicta llevan a cabo una campaña de opinión pública destinada

3 El encuadramiento histórico de toda esta legislación puede verse en Celso ALMUIÑA:
La Prensa vallisoletana durante el siglo XIX (1808-1894). Valladolid, 1977, cap. "El
marco legal".

4 "Cándido Nocedal, el arquitecto de la peor ley de prensa de la España Constítu-
cional", R. CARR: España, 1808-1939, Barcelona, 1969, pág. 259.

s R. O. del 22 de enero de 1864, Ministro de la Gobernación, Antonio Benavídes,
6 R. CARR: Ob, cít., págs. 212-213.
7 Ibidem.
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a minar claramente a la institución monárquica y más en concreto a la per­
sona de Isabel II en sí; pero en cualquier caso y en definitiva la institución
monárquica se resentirá claramente. El papel de la prensa demócrata ya lo
conocíamos, pero se había despreciado a la progresista en esta labor antimo­
nárquica, posiblemente por juicios a posteriori, puesto que el Partido Progre­sista -encabezado por Prim- tras el triunfo de "La Gloriosa" defenderá el
sistema monárquico y en definitiva Prim será el que instale en España un
nuevo régimen monárquico (Amadeo I). Pero ¿hasta qué punto el Partido Pro­gresista en conjunto era monárquico en 1869? Y si la respuesta es afirmativa¿cuándo se produjo el cambio?, puesto que en 1864-65 aparece ya bastante
alejado de la monarquía, al menos eso parece deducirse del análisis de suprensa.

A) El monarquismo de Cánovas del Castillo a través de la ley del 29 de junio
de 1864

En marzo de 1864 se le encarga al apático Alejandro Mon la formación deun nuevo gobierno y para el ministerio clave de gobernación llama al joven 8
Antonio Cánovas del Castillo 9. El gran empeño de este gobierno es por unaparte tender un puente al progresismo 10, para lo cual era preciso "abrir la
mano en cuestiones de imprenta" y "dignificar los procedimientos electora­les" n. Aquí me vaya fijar únicamente en el primer aspecto.

Mantener en vigencia por más tiempo la ley Nocedal era prácticamente im­
posible y máxime cuando se pretendía tender un puente a la oposición más
captable (progresismo), El 22 de junio de 1864 aparece la esperada nueva ley
que por una parte pretende atraerse a la prensa de oposición "pero al mismotiempo quiere el gobierno disponer de un instrumento legal eficaz para so­meter a los medios de comunicación a su control". Por tratarse de retoques,añadidos, etc., la ley resulta ciertamente poco clara e incluso puede que con­
tradictoria en aspectos secundarios 12. Se había pretendido abrir un poco la
mano en sentido liberal con respecto a la ley Nocedal para atraerse a la prensa,pero el resultado es totalmente negativo. La reforma había sido alicorta y en
definitiva un fracaso.

Así lo comprendió el gobierno, cuando exactamente una semana más tarde,el 29 de junio, Cánovas del Castillo da a luz una nueva Ley de Imprenta queserá la famosa Ley Cánovas. La idea del legislador es la diversificación -en
definitiva división-: remitir a las diversas jurisdicciones la competencia paraentender en sus respectivas parcelas y dejar únicamente la Ley de Imprentapara aquellos casos que no estuviesen tipificados en los diversos códigos: penal,
militar, etc. Es así como se va a someter a la prensa a la jurisdicción militar

8 Estamos ante una nueva generación que comienza a tomar el relevo, aparte deCánovas, podemos incluir a Sagasta, Castelar, Orense, Pi y Margall, Rívero, Salme­rón, etc" que llenarán toda la segunda mitad de la centuria. Muchos de los componen­tes de esta nueva generación pensarán en krausista.
9 J. 1. COMELLAS: Ob. cit., págs. 96-104.

10 "El progresismo no era precisamente una fiera peligrosa, pero corría el riesgo dellegar a serlo, precisamente porque le habían colocado un bozal". J. 1. COMELLAS: Ob,cit., pág. 101.
11 Ibídem.
12 Puede verse un poco más en detalle en P. GóMEZ APARICIO: Historia del perio­dismo español, Madrid, 1967, pág. 533, Y Celso ALMUIÑA: Ob. cít., pág. 279.
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en aquellos delitos cometidos por militares o por civiles contra las ordenanzas
militares. Innovación que hará tristemente famosa a esta ley.

Por lo que a nuestro tema toca, la ley del 29 de junio de 1864 contempla
que los delitos contra el rey y familia real no se sustanciarán como delitos
especiales de imprenta, aunque se cometan a través de este medio, y que sean
los jueces, con el Código Penal en la mano 13, los que se encarguen de las po­
sibles transgresiones salvo en los casos no contemplados por dicho código. Al
respecto la nueva ley dispone:

"TITULO III
De los delitos comunes y sus penas

Art. 24. No son delitos especiales de imprenta, los que pueden cometerse
abusando del derecho consignado en el artículo 2.° de la Constitución, los
que se cometan:

1.0 Contra la Religión.
2.° Contra el Rey y la Real familia.
( ...)".
"Art, 27. Los escritos que ataquen, ofendan o depriman la sagrada per­

sona del rey, su dignidad, sus derechos o sus prerrogativas, de algún modo
o bajo cualquiera forma que no estén previstos en el Código Penal, serán
castigados con la pena de prisión menor si el ataque, ofensa o intento de
deprimir fuere grave'; y si fuere leve, con la de prisión correccional.

Los escritos que ataquen, ofendan o depriman, en la misma forma no
prevista por las leyes comunes, la dignidad o derechos de todos o de al­
gunos de los individuos de la Real familia, serán castigados con las penas
inferiores en un grado a las que señala el párrafo anterior."

13 TITULO III. DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD INTERIOR DEL ESTADO y EL ORDEN PÚ­
BLICO. Capítulo primero. Delitos de lesa majestad.

Art, 160. El reo de tentativa contra la vida o persona del rey o inmediato suce­
sor a la corona incurrirá en la pena de muerte.

Art. 161. La conspiración para perpetrar el delito de que se trata en el artículo
anterior será castigada con la pena de cadena temporal.

Art, 162. La proposición para cometer el delito de que se trata en el artículo 160
se castigará con la pena de presidio mayor.

Art. 163. El que teniendo noticia de una conspiración contra la vida del rey o in­
mediato sucesor a la corona, no la revelare en el término de veinte y cuatro horas a
la autoridad, será castigado con la prisión correccional.

No se comprenden en esta disposición los ascendientes, descendientes, cónyuges,
hermanos o afines en los mismos grados del conspirador.

Art, 164. El que injuriare al rey o inmediato sucesor a la corona en su presencia,
será castigado con la pena de cadena temporal.

Si los injuriase por escrito y con publicidad fuera de su presencia, incurrirá en las
penas de prisión mayor, y multa de ciento a mil duros.

Las injurias cometidas en cualquiera otra forma serán penadas con la prisión menor,
si fueren graves, y con la correccional si fueren leves.

Art. 165. Los delitos de que se trata en los anteriores artículos de este capítulo
cometidos contra el regente o regentes del reino, padre, madre o consorte del rey,
reina viuda o infantes de España, serán castigados con las penas inferiores en un grado
a las señaladas en ellos, a no ser que la merezcan mayor por otras disposiciones de
este código.

El homicidio consumado o frustrado de cualquiera de las personas mencionadas en
el párrafo anterior se castigará con la pena de muerte.

Art, 166. La invasión violenta en la morada del rey, reina, inmediato sucesor a la
corona, o regente del reino, será castigada con la pena de cadena temporal.

LIBRO TERCERO. DE LAS FALTAS. Título 1.
Art, 181. El que públicamente maldijere al rey, o con otras expresiones come­

tiere desacato contra su sagrada persona.
Cfr. Código Penal de España, Barcelona, 1850, págs. 119-123 y 251.
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Está claro que por todos los medios -Código Penal hasta donde se puedaestirar y para complementarlo (restringirlo) la nueva Ley de Imprenta- Cáno­
vas está dispuesto a dejar a la monarquía (reina y familia real) a resguardo de
cualquier crítica de las muchas que comienzan a circular, especialmente diri­
gidas a la vida íntima de Isabel n y su esposo -Francisco-; así como a lareina madre, M," Cristina y sus múltiples y poco daros negocios. La preocu­pación, casi obsesión de Cánovas, por proteger a la monarquía parte de ahora
y no de 1875 como se pudiese creer.

Desde muy joven, pues, Antonio Cánovas del Castillo es un monárquico derazón, puesto que, pienso, no lo podía ser de corazón, ya que Isabel n no lo
podía soportar -pese a la "protección" legal que le brindó con dicha ley-oJosé Luis Comellas 14 escribe al respecto: "Detalle curioso: Isabel n se opuso
desde el primer momento al nombramiento del político malagueño, que por
lo visto, desde su paso por la cartera de Gobernación [1864], le había resul­tado personalmente antipático. Y con aquella campechanía de alcoba fue siem­pre el rasgo más sobresaliente de su carácter, protestó ante O'Donnell en cuan­
to conoció la designación [1865-66, Ministro de Ultramar] de Cánovas: "Hom­bre, por Dios, quítalo y pon otro, pues no lo puedo resistir." Don Leopoldo,
siempre flemático y siempre lógico, consiguió convencer a Su Majestad: "Se­ñora, es tan importante la figura de Cánovas hoy en la política, que al consti­
tuir un Ministerio de tendencia liberal resulta más fácil prescindir de mí que
de él." Cánovas asumió así la cartera de Ultramar. Tampoco él guardaría lamenor simpatía personal hacia Isabel n. y menos hacia su conducta privada
y hacia las camarillas de Palacio."

La gestión Mon-Cánovas satisface a muy pocos, buena prueba de ello es lacampaña de prensa que tienen que soportar especialmente por la famosa in­vención de las jurisdicciones especiales 15 y por si quedaban dudas los progre­
sistas rompen definitivamente con la legalidad. Prim, el 5 de agosto, se lanzapor los derroteros revolucionarios, aunque de momento su intento fracase.

Cuando Narváez se hace con el poder a mediados de septiembre de 1864el proceso revolucionario está ya en marcha y no es un secreto para nadie.
El espadón de los moderados, como en sus mejores tiempos (1848) está dis­puesto a poner coto a la subversión; sin embargo, como es ya costumbre obli­
gada, su primer acto de gobierno consiste en conceder una amplia amnistíay sobreseer las causas pendientes por los delitos de imprenta 16. La medida
persigue tender un puente hacia la parte más moderada del progresismo para
atraérslo de nuevo al juego político monárquico y, en definitiva, conseguir enlas elecciones un elevado apoyo parlamentario para su posterior política demano dura. Se trata, por tanto, de una concesión táctica del general, pero losprogresistas se niegan en rotundo 17 a participar en las elecciones de noviembre
del 64. El primer supuesto de la política narvaísta se viene por tanto abajo.

La campaña de prensa desencadenada por los progresistas es especialmente
grave. Es el único recurso que le queda al partido de hacer escuchar sus puntos

14 Ob, cit., pág. 105.
15 Véase P. GÓMEZ APARICIO: Ob, cít., págs. 535-36, "Los delitos contra la ordenan­za militar".
16 R. D. 21 de septiembre de 1864.
17 Objetivo que no conseguía, puesto que los progresistas no participarán en las elec­ciones. Véase el manifiesto de este partido del 25 d octubre de 1864, en donde expo­nen las razones de su retraimiento.
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de vista toda vez que se ha negado a acudir al parlamento para no hacer el
juego a los moderados. Lo más grave para el sistema son las críticas directas
a Isabel II y a la institución monárquica en general. El Gobierno es consciente
de que lo que está en juego no es ya sólo el disfrute del poder por uno u otro
partido, sino algo más profundo: la supervivencia de la institución monárqui­
ca. Fracasada la política de mano tendida el general vuelve a su connatural
mano dura, mucho más ante el cariz que toma la situación política general.

González Bravo, encargado del control interior -Ministro de la Goberna­
ción-, olvidándose de sus juveniles intervenciones periodísticas se convierte
en el eficaz ejecutor de la línea dictatorial del presidente del gabinete en ma­
teria de prensa.

Pasada la campaña electoral, durante la cual el gobierno ha dejado a la
prensa cierta libertad, como se ha dicho con el fin de atraerse a los progre­
sistas, el 25 de noviembre de 1864 se publica una real orden para acabar con
el paréntesis de "criminales demasias", Se trata no ya sólo de defender a las
personas particulares y autoridades, sino de salvaguardar especialmente a la
monarquía:

"Las personas de los ministros importan poco en comparación de los
altos objetos a que me he referido: constitucionalmente son sus actos el
asunto forzoso de las públicas discusiones; los consejeros de S. M. los
defederán, cómo y cuándo interese al bien del Estado y a su propio decoro.
Lo que no puede dejarse indefenso es la monarquía; lo que no puede seguir
sirviendo de blanco a la cólera de las Facciones es la persona de la Reina,
a quien la constitución declara inviolable, es la Dinastía, de la cual la hizo
Dios Jefe (...)" 18.

Para poner coto a esos desmanes a que se refiere González Bravo entiende
que es suficiente con aplicar la legislación vigente -ley Cánovas-, la cual se
debe a los unionistas-e- ahora en la oposición- y no precisamente a los mo­
derados en el poder. A partir de este momento entramos claramente en una
nueva etapa de gran dureza, después del breve paréntesis electoral durante el
cual el nombre de Isabel II y en general el sistema monárquico habían sido
puestos en entredicho de manera especial no ya sólo por las diversas familias
demócratas, sino también y con mucho mayor impacto por parte de los pro­
gresistas. Además González Bravo frente a la oposición unionista con razón
se escudaba en que la ley vigente de prensa justamente no había sido elabo­
rada ni por él ni por su partido. Invariablemente en el XIX todos los partidos
en la oposición reclaman unas leyes de prensa cada vez más liberales, pero una
vez en el poder se olvidan con pasmosa facilidad de las anteriores peticiones
y promesas en este terreno.

González Bravo es consciente del poder de la prensa, del "cuarto poder",
máxime en los momentos de sabor revolucionario como el que se comienza
a generalizar. En este sentido afirma el experiodista -"Ibrahim Clarete"- y
ahora brazo derecho de Narváez: "La cuestión de la imprenta es la más gran­
de quizá y la más difícil entre las muchas y muy graves cuestiones a que da
origen la civilización moderna" 19. Las posturas e intenciones respectivas tanto
del gobierno como de la oposición (tanto legal 'como extraparlamentaria) que­
dan perfectamente delimitadas, sólo hace falta esperar la ocasión apropiada

is Cfr. P. GÓMEZ APARICIO: Ob. cit., pág. 549.
19 Cfr. P. GÓMEZ APARICIO: Ob. cit., pág. 549.
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para saber si realmente la ley Cánovas es un instrumento eficaz de represión
o no.

En febrero de 1865 el gobierno se ve totalmente desbordado -en el fondolate la crítica situación hacendística- por el ya célebre artículo de EmilioCastelar titulado "El rasgo" y publicado en "La Democracia" el día 25 de dicho
mes. Las motivaciones y el contenido del ya histórico artículo son de sobra
conocidas como para valorar a insistir aquí de nuevo. La monarquía de Isabel IIdebido al "rasgo" de la reina (autorizar la venta de los bienes del Patrimonio
Nacional, de los cuales no era dueña, a cambio de embolsarse una cuarta partepara su patrimonio privado de dicha venta) puesto de manifiesto por el joven
catedrático de Historia, supone un rudo golpe para la institución monárquica.Castelar es destituido de su cátedra como represalia; pero desde un punto de
vista de los Medios de Comunicación, González Bravo se encuentra maniatadopara escarmentar al célebre polemista por su osadía de dejar claramente en
ridículo a la reina.

Ante esta situación González Bravo anuncia la elaboración de una nuevaley, que por supuesto se pretende sea aún mucho más dura que la de Cánovas.El simple anuncio concita una amplia coalición periodística en contra. De losveintiún periódicos madrileños que se coaligan, vamos a destacar sólo a algu­nos a los que luego nos referiremos: "Las Novedades", dirigido por Francisco
de Paula Montemar; el "Diario Español", por Dionisio López Roberts; "LaIberia", por Práxedes Mateo Sagasta; "La América", por Eduardo .Asquerino ;
"El Pueblo" por Eugenio García Ruiz; "La Política", por José Díaz; "LaDemocracia", por Emilio Castelar; "La Nación", por [ulián Santín de Quevedo;
"Gil BIas", por Luis Rivera; "La Patria", por Salvador López Guijarro; "LaSoberanía Nacional", por Angel Fernández de los Ríos y otros 20.

La coacción periodística supo aprovecharse de la revuelta estudiantil -que
protestaba por la destitución de Castelar- y que culmina en el trágico balancede la noche de San Daniel (lO-III-1865), para acabar con el poco crédito quele quedaba al gobierno de Narváez-González Bravo obligándole a dimitir el
21 de junio.

De nuevo los unionistas vuelven al poder presididos por última vez por
O'Donnell. La cartera clave de Gobernación no se le encomendará a Cánovas(pasa a Ultramar), sino al gran cerebro gris del partido, Posada Herrera. Laprimera medida del nuevo equipo, y con el fin expreso de calmar y atraerse
a la prensa, se concede la consabida amnistía general para los delitos come­tidos por medio de la prensa 21. Además, ü'Donnell se apresura a prometerante las Cortes de forma solemne la confección de una nueva ley de imprenta
~la de Cánovas sigue aún vigente- de claro signo liberal; en la que se darácabida real al jurado 22 y se liberará a la prensa de la temida jurisdicción mi­
litar 28. Dentro de esta política de apaciguamiento el gobierno rehabilita a los
catedráticos anteriormente destituidos y promete una ley electoral "amplia",para que nadie que no se quiera autoexcluir tenga que hacerlo. Pese a estapolítica de mano tendida, ü'Donnell no conseguirá atraerse al progresismo; pa-

¡j) Cfr. P. GóMEZ APARICIO: Ob. cit., pág. 563.
21 R. D. del 21 de junio de 1865.
22 R. D. del 21 de julio de 1865 aprobando el reglamento para poner en práctica eljurado previsto en la Ley Cánovas.
23 Ley del 14 de julio de 1865. Deroga la parte 2.a del artículo 52 de la ley dejunio de 1864.
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rece que la cabeza del partido estaba dispuesta a entrar en negociaciones, pero
la "masa progresista" impuso a sus representantes el no llegar a ningún pacto
ni abandonar el retraimiento 24.

Después de esta primera etapa de mano tendida, a partir de enero de 1866,
tras el nuevo intento de golpe de fuerza de Prim, y según se desprendía del
Manifiesto redactado por el líder progresista, el entendimiento entre ambas
partes resultaba ya prácticamente imposible. Ni los moderados ni ahora los
unionistas, pese a sus deseos, habían conseguido atraerse al progresismo al
juego político, el partido estaba ya claramente lanzado por la vía revolucionaria.

Los sucesos de enero de 1866 marca la ruptura definitiva de los progresistas
con el sistema. El progresismo se suma decididamente a los demócratas que
luchan desde mucho antes por un nuevo régimen para España. Punto a deba­
tir sería la postura concreta del progresismo frente a la monarquía porque
una cosa es la oposición a Isabel II y otra a la institución monárquica. A pos­
teriori dentro del partido triunfará el monarquismo como sabemos, pero más
bien parece una conveniencia impuesta por unas cuantas figuras de peso que
un sentimiento generalizado. La "masa" progresista en estos momento está
cada vez más radicalizada y en una simplificación excesiva es posible que
confundiese la persona con la institución. Mientras no se demuestre lo con­
trario y como hipótesis de trabajo me inclino desde luego por el antimonar­
quismo del progresismo. Sentimiento más que convencimiento y, desde luego,
sin una conciencia clara sobre el futuro sistema que le debiese sustituir. Es
precisamente en estos tres años -desde la caída de la Unión Liberal (1863)
hasta este momento- cuando se fragua este importante cambio político: por
primera vez desde siglos la mayor parte del pueblo español -al menos los
ciudadanos activos- se muestra claramente contrario al sistema monárquico.
Si republicanos los detectamos cuando menos dos décadas atrás 25, hasta este
momento no llegan a preocupar seriamente al "establishment" isabelino.

Los sucesos revolucionarios de enero del 66, acaudillados por Prim, tienen
el valor simbólico de romper la ficción política para establecer un antes y un
después. Hasta este momento se pensó o al menos se quiso creer que los di­
sidentes eran los de siempre -la minoría demócrata-, a partir de este mo­
mento las fuerzas isabelinas están en clara minoría. Es ya sólo cuestión de
esperar.

Il. EL ANTIMONARQUISMO DE LA PRENSA MADRILEÑA EN 1864-65

Conocido es el gran peso de la prensa madrileña, al menos desde un punto
de vista político, dentro del panorama periodístico español del momento. Es­
tamos realmente ante una verdadera macrocefalia periodística. En definitiva
los débiles periódicos de partido diseminados por la geografía española no
hacen más que seguir las grandes directrices de sus hermanos mayores de la
corte, los cuales están en contacto directo con los grandes pontífices de los
respectivos partidos, cuando éstos no son al mismo tiempo los directores efec­
tivos de dichos periódicos. Por esta razón estoy convencido que no estamos
ante un simple muestreo más o menos representativo, si no que afirmo que,

24 R. CARR: Ob. cit., pág. 290.
25 Antonio EIRAs: El Partido Demócrata Español (1849-1868), Madrid, 1961.
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pese a reducir el análisis a los periódicos de Madrid, prácticamente podemosasegurar que representan de alguna forma a toda la prensa política española
del momento tanto por el abrumador porcentaje que suponen como, y sobre
todo, por su peso específico. En este momento podemos estimar que mien­tras la prensa madrileña envía 77 ejemplares de cada cien que utilizan el co­
rreo en toda España para su distribución, la de Barcelona expide s610 5 y ciu­dades de tercera categoría como Valladolid se quedan en un rnodestísimo 0,6por 100 2 6

• Estos simples datos estadísticos obtenidos a través del franqueo sonsuficientemente expresivos de la macrocefalia de la prensa madrileña y de sucapacidad de irradiación en la década de los 60. Si a esta realidad cuantitativasumamos lo dicho con respecto al peso específico de los periódicos de la capital
de la nación, creo que podemos aceptar la afirmación anteriormente hechasobre el papel qul juega la prensa política editada en Madrid en relación con
la del resto de la nación.

La tendencia generalizada hacia el republicanismo de los demócratas yaera conocida. A. Eiras Roel afirmaba en el prólogo de su interesante estudio
sobre el partido demócrata: "Un análisis detenido de la ideología de este par­tido, a lo largo de casi toda su evolución, permite la identificación de los tér­minos demócrata y republicano" 21. Si esto es así veremos cómo en el período
que vamos a analizar (1864-65) la prensa del Partido Demócrata se ve supe­
rada en su antimonarquismo en cantidad y en calidad por los periódicos de
filiación progresista. Esta es justamente la tesis que pretendemos, si no demos­
trar aquí del todo, sí aportar sólidas pruebas en su favor. El gobierno O'Don­nell ante las duras críticas que recibe en materia de libertad de prensa, tanto
por parte de la oposición extraparlamentaria como por parte de la oposiciónlegal -y de las que incluso se hace eco el Senado- elabora el 22 de febrero
de 1866 un "Estado demostrativo de las causas iniciadas en el Juzgado espe­cial de imprenta por los delitos comprendidos en los números 1.0 y 2.° del ar­
tículo 2 y 27 de la vigente ley, desde su promulgación (29-Vr-1864) hasta lafecha" y cuyo resumen es el siguiente 28 :

26 Celso ALMUIÑA: Ob. cit., pág. 1978.
21 Ob. eit., pág. 16.
2. A. H. N., Gobernación, Leg, 388.



Causas Nombre del periódico

1 Las Novedades

2 La Discusión
3 La América

4 Las Novedades
5 La Democracia

6 La Nación

7 La Discusión
8 La España
9 La Iberia

10 Las Novedades

11 El mismo
12 El Ancora
n La Iberia

14 La Democracia
15 La Política
16 El Diario Español

17 La Soberanía Nacional

18 La Democracia

c-l Id.

20 La Discuasión
21 La Iberia

22 Id.
23 La Nación

N." del mismo

4.773

2.631
14

4.780
180

76

2.642
5.518
3.114

4.786

4.804
198

3.221

281
335

3.854

7

295

312

2.795
3.273

3.286
251

Fecha de su publicación

20 de julio 1864

Id.
27 íd.

28 íd.
30 íd.

30 íd.

2 de agosto íd.
Id.
Id.

4 íd.

25 íd.
28 íd.
7 de diciembre

8 íd.
7 íd.

20 íd.

23 íd.

Id.

14 de enero 1865

1 de febrero 1865
7 íd.

22 íd.
24 íd.

Tramitación del procedimiento

Archivada por auto de 20 de julio, declarando no haber
lugar a proceder de oficio.

Id.
Sobreseída en 13 de agosto a instancia del editor res­
ponsable y mandado archivar en secretaría.
Archivada por auto de sobreseimiento de la misma fecha.
Por auto del 1 de agosto se remitieron las actuaciones
al Juzgado de Buenavista.
Por auto de 30 de julio se declaró no haber lugar a pro­
ceder de oficio.
Id., íd., por auto del 2 de agosto del mismo.
Id., íd., por auto de la misma fecha.
Por auto de 5 de agosto se remitieron las actuaciones
al juzgado del Hospicio.
Archivadas por auto del 4 del mismo mes, declarando no
haber lugar a proceder de oficio.
Sobreseída en 1.0 de septiembre.

Id.
Remitida al juzgado de Hospicio por auto del 8 de' di­
ciembre.
En 9 del mismo mes se remitió al juzgado de Buenavista.
Sobreseída por auto del 28 de enero de 1865.
Por auto del 22 se remitieron las actuaciones al Juzga..
do de Hospicio.
Por auto del 27 fue sobreseída a instancia del editor res­
ponsable.
En 27 del propio mes se remitieron las actuaciones al
Juzgado de Buenavista.
Por auto del 16 de' enero se remitieron las actuaciones al
Juzgado de Buenavista.
Remitidas al Juzgado de Primera Instancia del Hospicio.
En 12 de febrero se remitieron las actuaciones al Juz­
gado de Hospicio.
Remitida en 28 del mismo mes al propio juzgado.
Sobreseída en 18 de marzo y archivadas las diligencias.
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Causas

24
25
26

27
28
29
30

31

32
33

34
35
36

37

38

39

40
41
42

43
44
45
46
47

Nombre del periódico

La Democracia
Gil BIas
La Discusión

La Democracia
El Pueblo
El Diario Español
Gil BIas

La Democracia

Id.
La Iberia

La Democracia
La Discusión
La Democracia

La Iberia

Id.

La Democracia

Id.
Id.

La Iberia

La Patria
La Discusión
La Democracia
La Iberia
La Democracia

N.o del mismo

348
348

2.827

362
1.396
3.935

18

381

398
3.362

422
2.821

406

3.365

3.366

426

430
432

3.376

135
2.908

441
.3.382

442

Fecha de su publicación

25 íd.
Id.

11 de marzo

15 íd.
Id.

28 íd.
1 abril

7 íd.

28 íd.
24 de mayo

27 íd.
27 de mayo

7 íd.

28 íd.

30 íd.

1 de junio

6 íd.
8 íd.

10 íd.

16 íd.
17 íd.
20 íd.
20 íd.
21 íd.

Tramitación del procedimiento

En 5 de marzo remitida al juzgado de Buenavista.
Id., to., por auto de 23 de marzo.
En 22 del mismo se remitieron al Juzgado de la Uni­
versidad.
En 24 de' Id., se remitieron al juzgado de Buenavista,
En 6 de abril íd., íd.
En 5 de íd., íd. al de Hospicio.
En 2 de íd. fueron sobreseídas y archivadas estas dili­
gencias.
Por auto de 11 del mismo se remitieron las actuaciones
al Juzgado de Buenavista,
Por íd. de 7 de mayo se pasaron al mismo Juzgado.
Por auto del 28 se remitieron las actuaciones al Juzga­
do del Hospicio.
En 31 de íd. al Juzgado de Buenavista.
En 31 de íd. al de la Universidad.
En 22 se sobreseyó a ints. del Editor y en virtud del
Real Decreto de amnistía.
Por auto de 3 de junio se remitió al Juzgado del Hos­
picio.
Unida con otra formada al periódico "La Regeneración".
por impresión del escrito abusivo se remitió al Juzgado
del Hospicio en 20 de junio.
En 16 del mismo mes se remitieron las actuaciones al
Juzgado de Buenavista.
En 17 de íd. al mismo Juzgado.
En 11 de Id., Id., íd.
En 22 de junio fue sobreseída en virtud del R. Decreto
de amnistía del 21.
Id., íd.
Id., íd. Y archivada.
Id., íd., íd.
Id., Id., íd.
En virtud del R. Decreto de amnistía se sobreseyó por
auto de 22 de junio.
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Causas Nombre del periódico N.O del mismo Fecha de su publicación
-----

48 La Regeneración 144 24 íd.

49 Id. 145 26 íd.
50 La Discusión 2.917 28 íd.

51 Id. 2.925 7 de julio
52 Las Novedades 5.070 Id·
53 La Iberia 3.404 14 íd.
54 La Regeneración 162 15 de julio
55 La Iberia 3.406 16 íd.
%: Id. 3.407 18 íd.
57 La Soberanía Nacional 209 22 íd.
58 Gil BIas 34 Id.
59 La Iberia 3.413 25 íd.
60 Id. 3.414 26 íd.
61 La Nación 381 30 íd.
62 La Esperanza 6.388 1 de agosto

63 La Democracia 478 2 íd.
64 La Iberia 3.422 3 íd.
65 Gil BIas 36 5 íd.

66 Las Novedades 5.097 8 íd.
67 La Discusión 2.952 8 íd.
68 Gil BIas 37 12 íd.
69 La Democracia 492 18 íd.
70 Id. 493 19 íd.
71 .La Soberanía Nacional 238 21 íd.
72 Gil BIas 40 2 de septiembre
73 La Regeneración 203 4 íd.
74 La Democracia 504 1 íd.
75 Id. 511 9 íd.
76 La Regeneración 207 9 íd.

77 La Iberia 3.455 13 íd.

Tramitación del procedimiento

Por autos de 20 de julio sobreseída y archivada a inst,>
del Editor.
Por íd. de 4 de' íd., íd., íd.
Por íd de 4 de íd se remitieron las actuaciones al Juz­
gado de la Universidad.
Por íd de 13 del mismo mes, íd., íd.
P01 íd de íd al Juzgado del Centro.
Por íd del 20 de íd., al íd., del Hospicio.
Por íd de íd. al de Buenavista.
Por íd de íd al del Hospicio.
Por íd de Id., íd.
Por íd de 29 íd., íd.
Por íd de 29 íd., íd de Buenavista.
Por íd de 31 al del Hospicio.
Por íd de 31 de agosto al de íd.
Por íd. de 7 de íd. al del Centro.
Id. de íd., íd. sobreseda a instancia del Editor respon­
sable.
Por íd., íd. se remitió al Juzgado de Buenavista.
En 10 íd. de íd., íd. al del Hospicio.
En 19 íd. se sobreseyó a instancia del Editor responsa­
ble (Archivada).
En 14 íd. se remitió al Juzgado del Hospicio.
En 15 de agosto- se remitió al Juzgado de la Universidad.
En 19 íd., íd. al de Buenavista,
En 26 íd., íd., íd.
En 21 íd., íd .., íd .
En 7 de septiembre íd. al del Hospicio.
En Id., Id., íd. al de Buenavista.
En 13 íd., íd., íd.
En 15 íd., íd.•
En 13 íd., íd.
Sobreseído a instancia del Editor por auto de 29 de sep­
tiembre.
Id. de 22 de íd.
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Causas

78

79
80
81

82

83

84

85
86

87
88

89
90

91

92
9.3

94
95
96
97
98

99
100

Nombre del periódico

La Regeneración

La Regeneración
La Democracia
Gil BIas

Las Novedades

El Pensamiento Español

El León Español

El Pueblo
La Democracia

Gil BIas
El Pueblo

Id.
Las Novedades

La Regeneración

El Pueblo
La Discusión

Id.
La Salud Pública
La Regeneración
El Español
La Iberia

La Regeneración
La Democracia

N.O del mismo

210

211
516
42

5.132

1.758

215

1.560
535

45
1.573

1.574
5.164

246

1.580
.3.020

3.021
66

250
22

3.496

251
557

Fecha de su publicación

13 íd.

14 de septiembre
15 íd.
16 íd.

17 íd.

21 íd.

21 íd.

2 de octubre
9 íd.

7 íd.
17 íd.

18 íd.
25 íd.

25 íd.

28 íd.
29 íd.

29 íd.
29 íd.
30 íd.
31 íd.
31 de octubre

31 íd.
5 de noviembre

Tramitación del procedimiento

En 15 de septiembre se remitió al Juzgado de Buena­
vista.
En 17 de septiembre se remitió al Juzgado de Buenavista.
Por auto de 19 de íd., íd.
Sobreseído a instancia del Editor responsable por aunto
de 23 de septiembre.
Por auto de 2{) de septiembre se remitió al Juzgado del
Centro.
Sobreseído a instancia del Editor por auto de 1 de oc­
tubre.
Por auto de 23 de septiembre se remitió al Juzgado del
Centro.
Sobreseído a inst,> del Editor por auto de 6 de octubre.
Por auto de 8 de octubre se remitió al Juzgado de Buena­
vista.
Por íd., íd., íd.
Sobreseída a instancia del Editor por auto de 23 de oc­
tubre.
Id. por íd del 29.
Por auto de 27 de octubre se remitió al Juzgado del
Centro.
Sobreseída a instancia del Editor responsable por auto de
3 de noviembre.
Id. por íd. del 12 del mismo.
En 29 de octubre se remitió al Juzgado de la Univer­
sidad.
En 30 de íd., íd.
En 30 de Id., íd.
En 1 de noviembre íd. al de Buenavista.

Id.
Sobreseído a instancia del Editor por auto de 6 de no­
viembre.
ra, íd., íd.
Por auto de 4 de noviembre se remitió al Juzgado de
Buenavísta.
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Causas

101
102
103
104
105
106
107
108

109
110
111
112
113
114
115
116

117
118
119
120
121

122
123
124
125

Nombre del periódico

La Regeneración
Las Noticias
La Bolsa
La Democracia
La España
La Salud Pública
La Discusión
El Pensamiento Español

El Pueblo
La Salud Pública
La Regeneración
La Democracia
Las Novedades
La Regeneración
El Pueblo
La Discusión

La Iberia
Las Novedades
La Democracia
La Discusión
La Democracia

La Regeneración
La Discusión
La Democracia
La Discusión

N.O del mismo

:''55
5711
431
560

5.229
72

3.027
1.797

1.605
89

274
581

1.196
276

1.617
3.056

3.531
5.205

59'1
3.066

600

296
1.070

603
3.074

Fecha de su publicación

6 íd.
6 íd.
7 íd.
7 íd.
7 íd.
7 íd.
7 íd.
7 íd.

25 íd.
26 íd.
30 íd.
1 de diciembre
2 íd.
2 íd.

11 íd.
12 íd.

13 íd.
13 íd.
14 íd.
23 íd.
24 de diciembre

27 íd.
27 íd.
27 íd.
3 de enero de 1866

Tramitación del procedimiento

Por íd. de 2 íd., íd.
Por íd. de 8 íd., íd.
Por íd., íd. al de Congreso.
Por íd., íd. al de Buenavista,
Por íd., íd. al de Congreso.
Por íd., íd. al del Hospital.
Por íd., íd. al de la Universidad.
Sobreseído a instancia del Editor pOI' auto de 10 de di­
ciembre.
Sobreseído a instancia del Editor en 12 del mismo.
En 26 de noviembre se remitió al Juzgado del Hospital.
En 3 de diciembre íd..al de Buenavista,
En íd., íd., íd.
En íd., íd. al del Centro.
Sobreseído a instancia del Editor en 7 de diciembre.
§obreseído a instancia del Editor en 16 íd.
POl' auto de 12 de diciembre se remitió al Juzgado de la
Universidad.
Por íd. de 16 íd. al del Hospicio.
Por íd. de 14 íd. al del Centro.
Por íd. de 16 íd. al de Buenavista.
Por íd. de 24 íd. al de la Universidad.
Por auto de 30 de diciembre, se remitió al Juzgado de
Buenavista.
Sobreseída a instancia del Editor en 8 de enero de 1866.
Por auto de 30 de diciembre al Juzgado de la Universidad.
Por íd., íd. al de Buenavista.
Por auto de 16 de enero de 1866 se remitió al Juzgado de
la Universidad.
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Total de causas incoadas por delitos comunes de imprenta comprendidos en los números 1.0 y 2.° del artículo 24 y en el 27 de la
Ley vigente desde su promulgación .,. ". .,. .." .,. ..'. ... ... ... ... .,,', ........" ... ... "" ...' .. "

Han sido sobreseídas por el Juzgado de imprenta de conformidad con lo dispuesto en los artículos 56 y 57 de la Ley.".
Terminadas por no haber lugar a proceder de oficio " .
Pendientes de sustanciación en los Tribuntos ordinarios .. ,

TOTAL,

En virtud del Real Decreto de amnistía para los delitos de imprenta promulgados en 21 de junio de 1865 fueron sobreseídas todas
las causas anteriores a esta fecha.

Durante la existencia del actual Ministerio se' han incoado por los delitos antes expresados. ..','......................,,' ..
Se han sobreseído a instancia de los Editores responsables y según los artículos 56 y 57 de la Ley
Pendiente de sustanciación en los Tribunales ordinarios ".... ,"'.'.."',....."....." .. ,,......

TOTAL

Desde el 21 de junio de 1865 no se han hecho denuncias más que por delitos comprendidos en los casos 1.0 y 2.° del artículo 24
y en el 27 de la Ley vigente de imprenta.

Madrid, 22 de febrero de 1866.
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20 CUADERNOS DE INVESTIGACION HISTORICA

En primer lugar observamos cómo desde el 20 de julio de 1864, en que
"Las Novedadas" publica el primer artículo que se considera delictivo (aunque
luego no haya "lugar a proceder de oficio", aun en pleno gobierno Mon-Cá­
novas) hasta el 22 de febrero del 66 -en diecinueve meses- se inician nada
menos que 125 causas por este motivo -aunque las denuncias, como luego
veremos, se elevan a 172-, lo que nos da promedio 6 causas iniciadas y 9 de­
nuncias por mes, lo que es lo mismo que un morterazo periodístico -denun­
ciable por tanto- contra la institución monárquica cada 3,5 días. No estamos
ante un hecho esporádico ni mucho menos, sino ante una auténtica campaña
de opinión pública de signo claramente antimonárquico.

Hasta el 16 de septiembre de 1864, fecha de caída del gobierno Mon-Cá­
novas, observamos que se inician 12 causas. Si tenemos en cuenta que la pri­
mera no se produce hasta el 20 de julio, nos encontramos con un promedio
de 6 por mes siendo el periódico más denunciado el progresista "Las Noveda­
des" con 4 denuncias.

El gobierno Narváez-González Bravo se extiende desde esa fecha al 21 de
junio de 1865, un año escaso (exactamente nueve meses) período durante el
cual encontramos 34 procesos (ver cuadro entre los números 12/46). La media
es un poco inferior a 4 por meses, o sea, inferior al anterior gobierno autor
de la ley; pese a ser aquél liberal (unionista) y el actual moderado, 10 que en
principio parece un cierto contrasentido. La explicación que se me ocurre es
únicamente de tipo personal: Cánovas del Castillo y su obsesión por evitar la
menor crítica al sistema monárquico persigue en este sentido a la prensa al
máximo. Por meses no sencontramos con la siguiente media: septiembre, O;
octubre, O; noviembre, O; diciembre, 6; enero, 1; febrero, 6; marzo 4;
abril, 3; mayo, 6 y junio (pese a ser sólo casi medio mes), 8. Total, 34. De
acuerdo con esa política de atracción y cara a las elecciones el gobierno se
mostró efectivamente tolerante y por eso no encontramos ni una sola denuncia
durante ese primer trimestre. Pasadas las elecciones y fracasado el intento de
atraerse a 10 sprogresistas, habíamos visto cómo el 25 de noviembre González
Bravo dicta una orden para acabar con el paréntesis de "criminales demasias".
Automáticamente en diciembre nos encontramos ya con 6 denuncias. Había­
mos dicho, por otra parte, como en febrero el gobierno se ve totalmente des­
bordado por la publicación de "El rasgo" de Castelar (ver en el cuadro el nú­
mero 24, causas número 348), cuyos coletazos pasan al mes siguiente. Durante
el mes de mayo (6) y junio (8) asistimos al momento culminante del gobierno
Narváez-González Bravo contra la coalición periodística. Con 13 el diario de
Castellar "La Democracia" es la gran víctima del gobierno moderado; seguida
del portavoz más cualificado del progresismo: "La Iberia" (7), el periódico de
Calvo Asensio -recientemente fallecido-, ahora dirigido (por el que sería
el eterno rival de Cánovas), Práxedes Mateo Sagasta,

El tercer gobierno a considerar es el unionista de O'Donnell -Posada He­
rrera (Cánovas en Ultramar)-. y sólo desde su toma de posesión, el 21 de junio
de 1865 al 22 de febrero del 66, fecha del informe que comentamos, o sea, re­
firiendonos sólo a los ocho primeros meses del gobierno. En estos ocho meses
encontramos 78 casos en los cuales los tribunales ya han "iniciado causa",
pero en realidad tenemos que sumar además 47 denuncias pendientes, como
luego veremos. Por meses nos encontramos con esta medida: junio (del 22/30),
4; julio, 11; agosto, 10; septiembre, 13; octubre, 15; noviembre, 12; diciem­
bre, 13. En enero sólo 1, pero en realidad entre este mes y hasta mediados de
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febrero (fecha aproximada de elaboración del informe) nos encontramos con
47 denuncias más, 10 que eleva la cifra considerablemente, aunque a estos47 casos "denunciados" no se les incoe luego proceso a todos por no haberlugar. Sin contar estas últimas denuncias tenemos que el gobierno unionistaNarváez->- Posada Herrera (Cánovas del Castillo) ha hecho que el Juzgado Especial de Imprenta examine 79 casos (amén de las denuncias pendientes). La
medida es la más elevada -aun sin contar las denuncias pendientes- de lostres gobiernos examinados: casi 10 por mes.

Pese a las promesas de O'Donnell y a sobreseer todas las causas pendien­tes del gobierno anterior al tomar posesión del gobierno, 10 cierto es que en
los pocos días que quedan de junio ya encontramos 4 casos, para sobrepasaren todos los meses la media de 10. Ahí están los meses de septiembre, octubre(sobre todo), noviembre y diciembre. Sin meternos en enero y febrero que aun
agravan más el conjunto. Esto nos lleva a la conclusión que este gobierno, ypese a que estamos en la etapa que llamamos de mano tendida -el golpe dePrim se produce en enero-i-, se muestra más puntilloso que los anteriores en
esta parcela concreta de las denuncias por antimonarquismo, Claro que paraque la valoración fuese del todo correcta había que examinar deténidamentela otra parte: las veces que la prensa ataca a la monarquía. Por eso más quehablar de runa mayor o menor dureza del gobierno posiblemente lo que haya
que concluir es el aumento constante de ataques por parte de la prensa a lainstitución monárquica. En este sentido no parecen existir dudas porque enconjunto, y pese a que puede parecer una contradicción, la libertad de pren­sa, y mientras no se demuestre 10 contrario, es mayor bajo este gobierno
O'Donnell que no bajo el de Narváez-González Bravo. La explicación está
posiblemente en que precisamente por esa mayor libertad relativa de este go­bierno, que cierto sector de la prensa aprovecha para dar salida a su antimo­
narquismo creciente, tropiece, por otra parte, y sólo en esta parcela concretacon un mayor puntillosísmo del gobierno (sea a instigación del monárquico
Cánovas o del mismo Posada Herrera responsable del ramo) Como se puedever las posibles explicaciones en este punto pueden ser varias, pero 10- que siparece cierto es: primero, los progresivos ataques por parte de la prensa (almenos cierto sector de la prensa), a la monarquía y el propósito firme delgobierno de impedirlo. En esta etapa el liderazgo corresponde a "La Demo­cracia", 13, demócrata (Castelar); "La Regeneración", 11. carlista; "La Discu­sión", 10, demócrata; "La Iberia", 7, progresista, y "Las Novedades", 5, pro­
gresista.

Si de este análisis parcial, pasamos a una visión de conjunto vemos que delas 125 "causas incoadas por delitos comunes de imprenta comprendidos enlos números 1.0 y 2.° del artículo 24 y en el 27", se han sobreseido 37 a instan­cia de los Editores. 4 se archivaron por no haber materia suficiente para pro­ceder de oficio y el resto. 84, están pendientes en los tribunales ordinarios.Nos encontramos con que las dos terceras partes de las causas incoadas ter­
minan ante los tribunales ordinarios.

Como es sabido el gobierno O'Donnell el 21 de junio de 1865 amnistía losdelitos de imprenta, a partir, pues, de esta fecha se parte de cero. Pues bien,este ministerio incoa 78 causas, de los cuales 20 son sobreseídas a instancia
de los Editores y el resto, 58, han pasado a los tribunales ordinarios, lo que
viene a representar también aproximadamente las dos terceras partes. En estesentido apenas hay diferencia.
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Donde si parece haber diferencia es en cuanto a los delitos perseguidos.
Decíamos que en líneas generales y en materia de prensa el gobierno O'Donnell
era más liberal que el anterior de Narváez; sin embargo, a la hora de la ver­
dad, proporcionalmente el número de denuncias era mayor en el de O'Donnell.
La explicación la tenemos aquí: el gobierno O'Donnell desde el 21 de junio
"no ha hecho denuncias más que por delitos comprendidos en los casos 1.0 y 2.°
del artículo 24 y en el 27 de la Ley vigente de imprenta". Parece claro, pues,
que el gobierno O'Donnell-Posada Herrerá-Cánovas se muestra abierto en ge­
neral, pero totalmente intransigente respecto a dichos artículos, que como
sabemos están pensados para poner a cubierta de críticas (aparte de la religión
católica), fundamentalmente a Isabel 11, y en general, al sistema monárquico
Si un gobierno más liberal se ve forzado a un mayor número de denuncias que
otro más restrictivo, sólo se puede explicar por un aumento progresivo de los
ataques a dicha institución monárquica; aparte del posible puntillosismo de
este gobierno con respecto a ese tema concreto.

Estado demostrativo de las denuncias de periódicos hecho en Madrid por los de­
litos comprendods en los números 1.0 y 2.° del artículo 24 y en el 27 de la vigente Ley
de Imprenta desde su promulgación hasta la fecha.

Nombre del

Archivadas Falladas en
. . por no haber Sobreseídas a Pendientes del 1.' znstancía

periádicolugar a pr,!ce- znstanc;,a del jurado y en con.
der de, ot'Cto editor sulta
o ammst,adas

Terminadas
en ambas ins­
tancias o so­
breseimientos

Total

Las Novedades . .
La Discusión .••
La América .••••
La Democracia • • •
La Nación ....••
La España ......
La Ibérica ..•...
El Ancora •
La Potítica . . • . •
El Diario Español .
La Soberanía Nac.
Gil BIas ......•
El Pueblo ....•.
La Patria .•....
La Regeneración . •
La Esperanza . • . •
El Pensamiento Esp.
El León Español . •
El Español •..•••
Las Noticias
La Salud Pública ••
La Bolsa .
La Libertad . . • • .

23 periódicos . . . .

3
7

2
2
1
2

1

1

1

20

1

2
1
1

1
2
6

7
1
2

24

3
3

8

20
4

3
2
2

1
3

1

50

4
5

6
1
1
2

2

3

1

1
2
1

29

1
2

20

11
1

3

2
3
1
2

49

11
17
1

36
3
2

40
6
1
6
3
9
9
3

15
1
2
1
1
1
2
2
1

172

A instancias del Senado, el gobierno de O'Donnell puede remitirle, con fe­
cha 24 de febrero de 1866, el cuadro adjunto, con objeto de demostrar públi­
camente las consecuencias prácticas que había tenido la aplicación de la ley
del 29 de junio de 1864 y en general demostrar la actitud de la prensa con
respecto a la monarquía, con expresión de los periódicos transgresores y el nú­
mero de veces denunciados.
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Ordenados por el número de veces denunciados y encuadrado cada perió­dico de una forma genérica dentro de los grandes bloques políticos -para locual hemos seguido a Pedro Gómez Aparicio-, tenemos el siguiente resultado:

Grupos Periódico Partido N» de denuncias

1.0 La Iberia [Progresista] 40
2." La Democracia [Demócrata] 363.° La Discusión [Demócrata] 17
4.° La Regeneración [Carlista] 15
5." Las Novedades [Progresista] 116.° Gil BIas [Demócrata] 9

El Pueblo [Demócrata] 97." El Ancora [Carlista] 6
El Diario Español [Unión Liberal] 68." La Nación [Progresista] 3
La Soberanía Nacional [Progresista] 3
La Patria [¿ Progresista7] 39.° La España [Moderado] 2El Pensamiento Español [Carlista] 2La Salud Pública [¿ ?] 210.0 La América [Progresista] 1
La Política [Unión Liberal] 1
La Esperanza [Carlista] 1
El León Español [Moderadol 1
El Español [¿ 7] 1
Las Noticias [¿ 7] 1
La Bolsa [¿ 7] 1
La Libertad [Moderado] 1

Lo primero que salta a la vista es el destacado puesto que ocupa el másprestigioso periódico del progresismo, de alguna forma su gran portavoz, "La
Iberia", 40, en esta campaña antimonárquica. "La Democracia", 36, de Caste1ar,le sigue muy cerca. "La Discusión", 17, y "La Regeneración", 15, a mayor dis­
tancia, y "Las Novedades", 11, ocuya ya un puesto intermedio. Está claro que
"La Regeneración" carlista lo que ataca no es el principio monárquico en símismo, sino a la monarquía liberal, que encama Isabel n. Más o menos cono­cíamos la acometividad de "La Democracia" y de "La Discusión", pero 10 que
no sospechábamos es el liderazgo de "La Iberia", el periódico que fundara
Calvo Asensio y que ahora dirige Práxedes Mateo Sagasta. Este hombre quea partir de finales de la década de los 70 será uno de los dos grandes pilares
de la monarquía.

En conjunto, y siempre desde la perspectiva cuantitativa que vengo enfo­cando en este análisis, nos encontramos con los siguientes datos referidos alos partidos al margen de sistema:

Periódicos

Progresistas ... ... ... ... ... '" ... ... ... ... ... ... ...
Demócratas .,. . ..
Carlistas ... ... ... ... . .'. ... .., ... ... ... ... ... ...

N.O de veces
denunciados

61
61
24

146
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Vemos, pues, que cuantitativamente los progresistas ocupan un lugar se­
mejante a los demócratas. Por su parte, la derecha carlista también contribuye
de forma notable al desprestigio de la monarquía liberal isabelina. Sin embargo,
la izquierda ~democratas y progresistas- con 122 denuncias supone un ríes­
go enormemente mayor. El peligro principal para la monarquía procede, pues,
de la izquierda.

El resto de las denuncias hasta las 172 tenemos que atribuir las a grupúscu­
los diversos. Muchos de los cuales a buen seguro militan dentro de la demo­
cracia más extremosa.

CONCLUSIONES

Desde un punto de vista meramente cuantitativista parece que podemos
establecer de momento, mientras un estudio más detallado (estudio del con­
tenido) de los artículos denunciados no demuestre otra cosa, las siguientes
conclusiones:

1.0 El monarquismo de Cánovas está sólidamente consolidado ya desde
estos años, pese a la falta de entendimiento y pocas simpatías entre Isabel II
y él.

La ley de prensa del 29 de junio de 1864, elaborada por Cánovas, es un cla­
ro producto, en este sentido, de dicho monarquismo y cuyo objetivo final es
poner a cubierto a la institución monárquica de los crecientes ataques de un
sector de la prensa que engrosa sus filas y su agresividad progresivamente.

2.° Tanto los moderados (Narváez-González Bravo) como los unionistas
liberales (O'Donnell-Posada Herrera-Cánovas), se muestran instransigentes en
este punto y la ley Cánovas es un buen instrumento legal refrenar las cada
vez más numerosas críticas al sistema monárquico.

3.° Si los ataques al sistema proceden de la derecha (carlismo) y de la
izquierda, lo cierto es que las fuerzas de izquierda son más numerosas y se
muestran más combativas por estos años y en este terreno concreto.

4.° Si los demócratas (republicanos), atacan con fuerza a la monarquía, el
progresismo no se queda atrás en este aspecto, pero además el papel del Par­
tido Progresista en el campo de la opinión pública lo debemos resaltar con­
venientemente en este sentido y en comparación con los Demócratas por la
calidad, alcance y prestigio de su prensa. Que "La Iberia", el gran portavoz del
progresismo, encabece esta lucha es todo un símbolo de la postura mayorita­
ria del progresismo con respecto a la monarquía por estos años.

5.° Parece daro pues, desde este punto de vista, que Isabel II con la mar­
ginación expresa de los progresistas en 1863 (pese a los esfuerzos posteriores),
contribuyó inconscientemente de una forma decisiva a nivel de opinión pública
a su desprestigio y en defenitiva a su destronamiento.

CELSO ALMUIÑA FERNÁNDEZ.
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APENDICE

LEY DE IMPRENTA

25

Fecha: 29 de junio de 1864
Ministro de la Gobernación:
Antonio Cánovas del Castillo

Doña Isabel Il, por la gracia de Dios, y la Constitución de la Monarquía española,Reina de las Españas. A todos los que las presentes vieren y entendieren, sabed: queen virtud de lo dispuesto en el arto 10 de la ley promulgada por Real decreto de 22 delactual reformando la de 13 de julio de 1857 sobre el ejercicio de la libertad de im­prenta, y haciendo uso de la autorización que por el citado artículo se concede a mi Go­bierno, he venido en resolver, de acuerdo con el parecer del Consejo de Ministros,que se imprima y publique la siguiente:

LEY DE IMPRENTA I

TíTULO PRIMERO

De los impresos en general

Artículo 1.0 Todo impreso, de cualquier clase o tamaño que sea que se publiqueen el Reino, deberá tener, para no ser considerado como clandestino, los requisitossiguientes:

1.° Proceder de un establecimiento tipográfico aprobado por la Autoridad,2.° Expresar el nombre y apellido del impresor, el título legal de la imprenta,y el pueblo y año en que se haga la impresión.
Art. 2.° Serán responsables de la publicación de los impresos de que trata estetítulo:

1.0 El que los escriba como autor o traductor.
2.° El editor cuando falte el anterior requisito. Puede ser editor el que se halleautorizado para contratar con arreglo a las leyes.
3.° El impresor cuando no estuviese suscrita la publicación por autor, traduc­tor o editor conocido.

No hay autor, traductor o editor conocido cuando no aparezcan los que lo fueren,o cuando el que aparezca como tal se fugue, o sea incapaz o insolvente.En los impresos clandestinos es siempre cómplice el impresor.

j Publicada en la Gaceta de Madrid, 15 de Julio de 1864, págs. 1·2.
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Art. 3.° No se procederá a la venta o repartición de ningún impreso sin que pre­
viamente se haya entregado un ejemplar de él al Gobernador o Subgobernador y otro
al Fiscal de imprenta, ambos firmados por el responsable. Donde no resida el Gober­
nador o el Subgobernador, se entregará el ejemplar correspondiente a la Autoridad
local.

Art. 4.° Las Autoridades provinciales o locales suspenderán por sí, o a petición del
Fiscal de imprenta, la venta y distribución de todo impreso en que se ataque la Religión
Católica, Apostólica, Romana, o en que se deprima la dignidad de la persona del Rey
y de su Real Familia, o se excite a destruir la Monarquía y la Constitución del Estado,
o se ponga en grave peligro la tranquilidad pública; de aquellos que tiendan a relajar
la disciplina del ejército, o de los que ofendan la moral y las buenas costumbres. Igual­
mente procederán con toda publicación en que se cometa injuria o calumnia contra cual­
quier persona, siempre que el interesado 10 pida con motivo justo en concepto de la
Autoridad.

Se exceptúan de esta disposición los impresos de que trata el artículo 23 de esta ley.
Art. 5.° El responsable de un impreso comprendido en el arto 4.° optará, dentro de

las cuarenta y ocho horas después de la suspensión, entre el embargo del escrito o la
denuncia. En el primer caso se inutilizarán los impresos depositados, o se consultará
al Gobierno sobre el destino que ha de dárseles; en el segundo se someterá el impreso
a la calificación del Tribunal competente en el más breve plazo posible.

Si el responsable no contestase, se entenderá que prefiere la inutilización de los
ejemplares.

Art, 6.° No se publicará escrito alguno sobre dogma de nuestra Santa Religión,
sobre Sagrada Escritura o moral cristiana sin la aprobación del Diocesano.

Art. 7.° El Gobierno está autorizado para prohibir la introducción en territorio
español de cualquier escrito que se imprima o publique en país extranjero.

Art, 8.° El Ministro de la Gobernación dictará las reglas que juzgue convenientes
sobre la policía relativa al anuncio, venta y distribución de los impresos.

TíTULO II

De los periódicos

Art. 9.° Entiéndese por periódico para los efectos de esta Ley, toda publicación que
salga a luz en períodos, ya determinados, ya inciertos, ya con el mismo título, ya con
diverso, con tal que no exceda de diez pliegos de impresión del tamaño del papel
sellado.

Art. 10. Todo periódico deberá tener un editor, que será responsable de cuanto
en él se publique, aunque 10 suscriba otro, 10 mismo ante los Tribunales ordinarios
que ante el Jurado. La firma del editor se estampará siempre al pie de cada número.

Nadie puede ser a la vez editor de más de un periódico.
Art. 11. Si el periódico es meramente literario, científico o industrial, el editor no

necesitará más requisito que el exigido en el párrafo segundo del arto 2.°.
Art, 12. Si el periódico es político o religioso, el editor necesitará además:

1.0 Haber cumplido veinticinco años de edad.
2.° Tener un año cumplido de vecindad con casa abierta en el pueblo donde se

publique el periódico.
3.° Estar en el ejercicio de los derechos civiles.
4.° No estar inhabilitado o suspenso en el de los derechos políticos que le co­

rrespondan.
5.° Pagar 2.000 rs. de contribución directa si el periódico se publica en Madrid

y 1.000 si se publica en cualquier otra parte.
6.° Acreditar haber pagado estas contribuciones en las épocas correspondientes

y con tres años de anticipación.

Art. 13. Los documentos para hacer constar los anteriores requisitos se presentarán
al Gobernador de la provincia, el cual en el término de quince días, después de oído
el Consejo de la misma y de tomar los informes que tenga por convenientes respecto
del interesado, le admitirá o no como editor. En este último caso el interesado podrá
acudir al Gobierno por el Ministerio de la Gobernación.

El Gobernador de la provincia podrá en cualquier momento cerciorarse de que el
editor continúa con las calidades requeridas en el artículo anterior.
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Art, 14. El editor de todo periódico político deberá tener constantemente deposi­
tada la cantidad de 5.000 duros en Madrid, y de 3.000 en las demás capitales de pro­
vincia.

Todo el depósito quedará sujeto a las responsabilidades pecuniarias que se impon­
gan al periódico o a su editor responsable, y la mitad del mismo depósito a las que
por cualquier otro concepto se decreten por Autoridad competente contra dicho editor.

Los editores responsables podrán continuar siéndolo, aunque contra ellos se dicte
auto de prisión por escritos publicados en el periódico de que respondan, hasta que
recaiga sentencia firme condenatoria.

Art, 15. El depósito se hará en la Caja general de Depósitos si la publicación se
hiciere en Madrid, o en sus sucursales en las provincias si aquélla se efectuase en éstas,
verificándose en dinero o efectos de la Deuda consolidada al precio de cotización.

Cuando el depósito se haga en efectos de la Deuda, se comprobará cada seis me­
ses, y en caso necesario se reformará, aumentándolo o disminuyéndolo, con objeto de
que se mantenga exacta la correspondencia de su valor con el de los efectos en cir­
culación.

Art, 16. El recibo que acredite el depósito se conservará en el Gobierno de la pro­
vincia, dándose por el Gobernador un resguardo al interesado.

Art, 17. El depósito se devolverá al deponente transcurridos doce días desde la
cesación del periódico si no hubiese denuncias pendientes, o terminadas éstas si las
hubiese.

Art, 18. Todo periódico político o religioso tendrá un director, cuyo nombre y el
de los redactores se pondrá en conocimiento de la Autoridad al principiar la publicación.

Asimismo se le notificará previamente toda variación que se haga.
Art. 19. Todo artículo se imprimirá en el periódico con la firma de su autor.
Art. 20. Además de la firma impresa que exige el artículo 10, el editor deberá fir­

mar de su puño y letra todos los números del periódico que se entreguen al Fiscal de
imprenta.

Art. 21. No se principiará a repartir o vender ningún número del periódico hasta
dos horas después de haberse entregado el ejemplar de que habla el artículo anterior.

Art. 22. La persona ofendida o de quien se anunciaren hechos falsos en un perió­
dico, o cualquiera otra autorizada para ello, tiene derecho a que se inserte en el mismo
la contestación que remita negando, rectificando o explicando los hechos.

Por esta inserción no pagará cosa alguna, con tal de que no exceda el cuádruplo
del artículo contestado, o de 60 líneas de igual letra si aquél tuviese menos de 15.

En el caso de ausencia o muerte del ofendido, tendrán el mismo derecho sus pa­
dres, hijos, hermanos y herederos.

Esta contestación no podrá rechazarse por los directores de los periódicos, y deberá
insertarse en uno de los tres primeros números que se publiquen después de la entre­
ga. El que la suscriba, y no el editor, será en este caso responsable del contenido.

Art. 23. Las disposiciones del arto 4.0 de esta ley no son aplicables a los periódicos
políticos.

TíTULO III

De los delitos comunes de imprenta y sus penas

Art. 24. No son delitos especiales de imprenta, de los que pueden cometerse abu-
sando del derecho consignado en el arto 2.0 de la Constitución, los que se cometen:

1.0 Contra la Religión.
2.0 Contra el Rey y la Real familia.
3.0 Contra la honra privada de los Soberanos extranjeros, o la de los Represen­

tantes que tengan acreditados en la Corte de España.
4.0 Los de injuria y calumnia referentes a actos de la vida privada de los par­

culares o funcionarios públicos.
Se considera como acto de injuria:
El dar a luz sin el asentimiento del interesado hechos relativos a la vida

privada, aunque se disíracen con metáforas y alegorías.
El publicar sin el mismo consentimiento correspondencia, cartas o con­

versaciones que hayan mediado entre particulares.
Los delitos de injuria y calumnia no podrán perseguirse, sino a instancia

de la parte ofendida.
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5.° Los de calumnia contra corporaciones o funcionarios públicos, relativos al
ejercicio de su autoridad o de sus funciones oficiales. Estos podrán perse­
guirse de oficio.

Sólo se considerará calumnia para los efectos del párrafo anterior la impu­
tación directa y concreta de un hecho que según las leyes constituya delito
de aquellos que pueden perseguirse de oficio.

No se comete delito de injuria publicando, examinando o censurando los
actos oficiales de las Autoridades o funcionarios públicos.

6.° Los que se cometen en impresos que no sean periódicos de los que define
el título 11 de esta ley, y los que constituyen complicidad en delitos de otra
naturaleza.

Art. 25. Los delitos de que trata el artículo precedente quedan sujetos a las penas
señaladas en el Código Penal, si estuviesen comprendidos en el mismo.

Art. 26. Los delitos de la misma especie que, no estando comprendidos en el Có­
digo Penal, se cometan atacando o ridiculizando la Religión Católica Apostólica Roma­
na o su culto, u ofendiendo el Sagrado carácter de sus Ministros, serán castigados con
la pena de arresto mayor.

Si se cometieran excitando a la abolición o cambio de la misma religión, o que se
permita el culto de cualquier otra, la pena será de prisión correccional.

En uno y otro caso se impondrá la multa de 100 a 500 duros.
Art. 27. Los escritos que ataquen, ofendan o depriman la sagrada persona del Rey,

su dignidad, sus derechos o sus prerrogativas, de algún modo o de cualquier forma que
no estén previstos en el Código Penal, serán castigados con prisión menor, si el ataque,
ofensa o intento de deprimir fuese grave; y si fuese leve, con la de prisión correccional.

Los escritos que ataquen, ofendan o depriman, en la misma forma no prevista por
las leyes comunes, la dignidad o derecho de todos o de alguno de los individuos de la
Real familia, serán castigados con las penas inferiores en un grado a las que señala
el párrafo anterior.

Art. 28. Los delitos comprendidos en este título se perseguirán ante los Tribunales
y por los trámites ordinarios.

TiTULO IV

De los delitos especiales de imprenta y sus penas

Art, 29. Se comete delito especial de imprenta:

1.0 En los escritos que atacan la forma de Gobierno establecido.
2.° En los que tienden a coartar el libre ejercicio de las facultades constitucio­

nales del Gobierno y de los Cuerpos Colegisladores.
3.° En los que publican máximas o doctrinas encaminadas a turbar la tranquili­

dad pública.
4.° En los que incitan a la desobediencia de las leyes y de las Autoridades, o

con amenazas y dicterios tratan de coartar la libertad de estas últimas.
5.° En los que tienden a relajar la fidelidad o disciplina de la fuerza armada

de algún modo que no esté previsto en las leyes militares.

Art. 30. Se cometen también:

1.0 En todo escrito que hace la apología de acciones calificadas de criminales
por las leyes.

2.° En el que excita de cualquier manera a cometerlas.
3.° En el que trata de hacer ilusorias las penas con que las leyes las castigan,

anunciando o promoviendo suscripciones para satisfacer las multas, costas
o resarcimientos impuestos por sentencia judicial.

4.° En el que propaga doctrinas contra la organización de la familia o contra
el derecho de propiedad, excitando de cualquier manera en ese sentido.

5.° En el que con amenazas o dicterios trata de coartar la libertad de los Jue­
ces y funcionarios públicos encargados de perseguir y castigar los delitos.

6.° En el que ataca, ofende o ridiculiza a clases de la sociedad o a corporacio­
nes reconocidas por las leyes.
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Art, 31. Comete delito de imprenta el que publica escritos que ofendan la decenciay buenas costumbres.
Art, 32. Lo comete asimismo:

1.0 El que supone malas intenciones en los actos oficiales.
2.° El que sin autorización previa publica conversaciones o correspondencia conpersonas y cuerpos que ejerzan cargos, empleo o funciones públicas.

Art, 33. Los delitos a que se refieren los arts, 29 y 30 serán castigados con lamulta de 10.000 a 50.000 rs.
Art. 34. Los delitos de que trata el arto 31 serán castigados con la multa de 5.000a 25.000 rs.
Art, 35. Los delitos comprendidos en el arto 32 serán castigados con la multa de4.000 a 20.000 rs.
Art, 36. Con las mismas penas serán castigados los delitos de que trata este título,aunque se cometan en impresos que no sean periódicos, y hayan de perseguirse antelos Tribunales y por los trámites ordinarios según lo prevenido en el arto 28 de esta ley.

TÍTuLO V

Del Juez especial y del Jurado de imprenta
Art. 37. Habrá en Madrid un Juez de imprenta, de igual clase y categoría que losde primera instancia de la Corte, y será reemplazado en los casos de enfermedad, ausen­cia o vacante por el decano de los mismos.
Art. 38. En las provincias serán Jueces de imprenta los ordinarios de primera ins­tancia, y donde hubiese más de uno el más antiguo.
Art. 39. Habrá además un cuerpo de Jurados que no pasará de mil individuos enMadrid, de quinientos en las capitales de primera clase, y de doscientos en las demás.Art. 40. Serán Jurados en Madrid los quíníentos mayores contribuyentes por con­tribución territorial; los doscientos mayores contribuyentes por la de subsidio industrialy de comercio; los que paguen una cuota igual a la última territorial y de subsidiocomprendidas en los casos anteriores; los diez individuos más antiguos de cada unade las cinco Reales Academias, y los cincuenta Abogados más antiguos entre los quepaguen mayores cuotas en el Colegio.
Serán Jurados en las capitales de primera clase los trescientos mayores contribuyen­tes por contribución territorial; los ciento mayores por la de subsidio, y los que pa­guen una cuota igual a la última comprendida en los casos anteriores, y los treintaAbogados más antiguos del Colegio.
Serán Jurados en las demás capitales de provincia y demás ciudades de España loscien mayores contribuyentes por contribución territorial; los cuarenta por la de subsi­dio industrial y de comercio, y los Abogados más antiguos hasta completar el númerode veinte.

Se requiere además para formar parte del cuerpo de Jurados tener veinte y cincoaños cumplidos y vecindad en el distrito municipal.
No podrán ser Jurados en ningún caso los empleados públicos.
Art, 41. En el día, hora y local previamente señalados por el Juez de imprentaprocederá este funcionario, acompañado de dos Concejales elegidos por el Ayuntamien­to y del Escribano de la causa, al sorteo de los Jueces de hecho que en cada casohan de constituir el Jurado de imprenta, para lo cual extraerá sesenta papeletas de laurna en que tenga lugar el sorteo. Terminado éste podrá recusar en el acto y sin nece­sidad de alegar causa alguna veinte individuos el denunciado, y otros tantos el Fiscalo quien le represente en debida forma.
Art, 42. El Jurado de imprenta se compondrá de doce Jueces de hecho, que seránlos Jurados que tendrán números más bajos, presididos por el Juez de imprenta. SeránJueces suplentes los ocho que sigan en número a los doce primeros, y así éstos comolos anteriores deberán estar presentes en el local en que haya de reunirse el Juradoantes de la hora señalada para la vista.
Art, 43. Los Jueces de imprenta podrán imponer multas desde 500 a 2.000 rs, alos Jurados que dejen de asistir o no asistan a la hora señalada sin justa causa.Art, 44. Un reglamento determinará las reglas con sujección a las cuales han deformarse y rectificarse las listas de Jurados y todas las demás que hayan de obser-
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varse en el sorteo de los Jueces de hecho y la constitución definitiva del Tribunal.
Lo mismo sobre la formación de este reglamento que sobre las alteraciones que la ex­
periencia aconseje hacer en él en lo sucesivo, el Gobierno oirá al Consejo de Estado
en pleno.

Art. 45. Los incidentes sobre competencia u otros de sustanciación que se susci­
ten en la aplicación de esta ley, se propondrán por las partes ante los Jueces respecti­
vos en la forma ordinaria, y se decidirán con arreglo a las leyes comunes.

TiTULO VI

Del Fiscal de imprenta

Art. 46. En Madrid habrá un Fiscal de imprenta nombrado por el Ministerio de
la Gobernación. El nombramiento deberá recaer en un Letrado.

Art, 47. El Fiscal de imprenta gozará del mismo sueldo y categoría que los Ma­
gistrados de Audiencia de fuera de la Corte, sin perjuicio de los derechos adquiridos
por los que a la publicación de esta ley hayan desempeñado o desempeñen dicho cargo.

Art, 48. En las capitales de provincia y demás ciudades de España, será Fiscal de
imprenta el Promotor fiscal del Juzgado, y donde hubiese más de uno, el que designe
el Gobierno. Como Fiscal de imprenta, el Promotor dependerá del Ministerio de la Go­
bernación, se entenderá con el Gobernador o Subgobernador, donde los hubiese, o con
la Autoridad local, y ejercerá en su caso las funciones que por esta ley se asignan al
Fiscal especial del ramo.

Art. 49. El Gobierno, en las capitales de provincia donde fuese necesario, podrá
nombrar un Fiscal especial de imprenta.

Art. 50. El Fiscal de imprenta es parte legítima para ejercitar todas las acciones
por delitos especiales de imprenta.

Art. 51. Las funciones gubernativas del Fiscal de imprenta se determinarán por el
Gobierno, según las circunstancias locales y las necesidades del servicio.

TiTULO VII

Del enjuiciamiento

Art, 52. No hay fuero alguno privilegiado en las causas por delitos de imprenta;
pero los militares que delincan por medio de éste quedan sujetos a la Ordenanza del
Ejército. Asimismo serán juzgados por los Tribunales que establece la Ordenanza, pero
con sujección a la penalidad establecida en esta ley, los escritos que tiendan a relajar
la fidelidad o disciplina de la fuerza armada de algún modo que no esté previsto en
las leyes militares.

Art, 53. La acción para perseguir ante los Tribunales, lo mismo los delitos comu­
nes que los especiales de imprenta, prescribe para los impresos que no pasen de diez
pliegos del tamaño del papel sellado por el término de treinta días, y de noventa para
los que pasen.

Art, 54. La reimpresión de un escrito abusivo sujeta al responsable de ella a la
propia causa que se siguiese contra el delincuente primordial; pero debiendo hacerse
en ésta tantas calificaciones y declaraciones como sean los procesados.

Art, 55. Cuando el Fiscal de imprenta encuentre al examinar los periódicos algún
artículo o frase en que se haya cometido, a su juicio, cualquiera de los delitos especia­
les de imprenta previstos y penados en esta ley, procederá a extender su denuncia, y la
entregará al Juez de imprenta.

Si encontrase algún artículo o frase en que juzgue haberse cometido algunos de los
delitos de que tratan los números 1.0, 2.°, 3.° y 5.° del arto 24 de esta ley, dará aviso
sin demora al Juez de imprenta, remitiéndole el ejemplar de que trata el arto 3.° de
la misma ley con el artículo o frase que hayan llamado su atención subrayados. El Juez
acusará al Fiscal el recibo del periódico, y procederá o no de oficio según estime.

Art, 56. Si estimase el Juez que ha lugar a proceder de oficio antes o después de
recibir el aviso del Fiscal de que habla el artículo anterior, dictará inmediatamente la
providencia oportuna, pasando a la imprenta a ejecutaren persona el secuestro de los
ejemplares, sin perjuicio de tomar cuantas medidas crea útiles para la aprehensión de
los que se estuvieran repartiendo o ya se hubiesen repartido, y de proveer todo lo de­
más a que haya lugar en derecho.
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Puede también decretarse el secuestro a instancia de parte cuando ésta haya pre­sentado querella por injuria o calumnia, y lo solicite ante el Juez o Tribunal compe­tente, según lo establecido en esta ley, afianzando la cantidad que aquél designe lasresultas del secuestro.
En ningún caso, sin embargo, podrá tener lugar el secuestro sin que el periódicohaya tenido principio de publicidad por medio de su expendición.
Art, 57. Si constase que al tiempo de verificarse el secuestro no se habían repar­tido más de tres ejemplares del periódico, o no se había puesto en venta ni dejado enningún local o establecimiento público, podrá sobreseer en la causa el Juez de impren­ta a instancia del editor responsable.
Practicando el secuestro y las primeras diligencias de instrucción, si el delito no esde los comprendidos en el título IV pasará el Juez de imprenta los autos al de primerainstancia a quien corresponda o al Tribunal competente en los casos a que se refiereel arto 52 de esta ley.
Art, 58. Los Jueces de imprenta que procediesen con manifiesta injusticia al acor­dar el procedimiento de oficio y el secuestro consiguiente, y los que por malicia o ne­gligencia dejasen de proceder, incurrirán en responsabilidad y en las penas de que tratael arto 272 del Código Penal.
Art, 59. Cuando se trate de delitos cometidos en Impresos que no sean periódicosy no comprendidos por lo tanto en el título IV, se procederá por el Juez o Tribunalcompetente a averiguar la persona responsable con arreglo al arto 2.° de esta ley.Art, 60. Para la averiguación de que trata el artículo anterior, se requerirá alimpresor para que ponga de manifiesto el original manuscrito que ha de servirle deresguardo, y declare quiénes son su autor o traductor, y su editor.
La persona responsable del impreso reconocerá su firma o confirmará el hecho queconstituya su responsabilidad, procediéndose en caso contrario con arreglo a las leyescomunes.
Art, 61. La denuncia de todo periódico, con arreglo a lo dispuesto en el párrafopnmero del arto 55 de esta ley, contendrá las circunstancias siguientes:

1.0 La clase, nombre y distintivo especial del periódico denunciado.2.° La naturaleza del delito, citando el artículo, párrafo o frases del periódicoque la constituyen, y el artículo de la ley en que se halle comprendido.3.° La pena a que le considere acreedor con arreglo a la ley, citando igualmen­te el artículo de la misma aplicable al caso.
La denuncia se admitirá en el término de veinte y cuatro horas y unavez admitida procederá el Juez de imprenta al secuestro del periódico y apracticar las diligencias del sumario.

Art. 62. Constituido el Jurado en la forma establecida en los arts. 41 y 42 de estaley para fallar sobre la denuncia, se procederá a la vista del proceso, que será siemprepública, a menos que aquél decida, a petición de alguna de las partes, que se verifiquea puerta cerrada, por convenir así a la moral y a la decencia.
Art, 63. En la vista se procederá del modo siguiente: el Escribano hará relaciónde las actuaciones, leyendo a la letra la denuncia, el escrito denunciado, los artículosde esta ley que fijan la calidad de la denuncia, y todo aquello que las partes exijan quese refiere a la letra. Acabada la relación y el examen y recusación de los testigos ensu caso, el Juez Presidente y cualquiera de los Jurados, o bien las partes o sus defen­sores, podrán hacer por conducto del Presidente las preguntas que juzguen oportunas.Acto seguido hablará el Fiscal o la persona que haga sus veces y contestará el denun­ciado o su defensor, sea o no Letrado, permitiéndole a cada uno hacer después lasaclaraciones o rectificaciones de hechos que juzguen necesarias. El Presidente resumirálos debates cuando lo considere oportuno, y pondrá fin al acto pronunciando la pala­bra Visto, y mandando despejar.
Art, 64. El Jurado enseguida, o a lo más en el día inmediato, si así lo acordaseo lo dispusiese el Presidente, pronunciará su fallo con arreglo a esta ley de culpableo no culpable, declarando en el primer caso la pena que deba imponerse al acusado.Art. 65. Bastará la mayoría absoluta de votos para producir sentencia.El Juez Presidente votará sólo en caso de empate.
Art, 66. El Fallo se extenderá por el Juez Presidente, se firmará por todos, y seautorizará por el Escribano que hubiese asistido al juicio. Este funcionario será el mis­mo que haya actuado en la denuncia, y en caso de Imposibilidad el que al efecto nom­bre el Presidente.
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Art, 67. Inmediatamente quedará disuelto el Jurado, y el Juez Presidente se encaro
gará de ejecutar la sentencia.

Art. 68. Para la impresión y publicación de las causas seguidas contra delitos de
los comprendidos en esta ley, se necesitará licencia del Juez especial de imprenta o del
ordinario, según los casos. Siempre que se impriman y publiquen los escritos de defen­
sa e informes, se publicarán también unidas a ellos las acusaciones fiscales.

Los documentos que constan en autos se expedirán a la letra, por el Escribano a
quien corresponda, en virtud de mandamiento compulsorio, y a costa del interesado;
los que no consten, o hayan sido tomados por notas taquigráficas en el acto de la vista,
se someterán a aprobación judicial.

Art, 69. Contra las sentencias del Jurado no se dará apelación ni otro recurso que
el de nulidad por infracción de ley en la sustanciación del proceso o en la imposición
de la pena.

Art. 70. Este recurso se ha de interponer ante el Juez Presidente en el término
de cinco días, y para el Tribunal Supremo de Justicia, acreditando haber depositado
en la Caja General de Depósitos o en sus sucursales la cantidad de 6.000 rs.; y si fuese
menor la multa impuesta, otro tanto de ella.

Art. 71. Interpuesto el recurso en tiempo y forma, el Juez remitirá los autos al
Tribunal Supremo con citación y emplazamiento de las partes.

Art. 72. El Tribunal mandará comunicar los autos para instrucción por el término
de tres días al defensor del recurrente y al Fiscal.

Art, 73. Verificada la vista, se fallará con auto motivado sobre la procedencia o no
procedencia del recurso.

Art, 74. En los autos que pasen por recurso de casación al Tribunal Supremo de
Justicia, entenderá la sección a que corresponda de la Sala primera del mismo.

Art. 75. Cuando se declare la casación por violación de las formas, se devolverán
los autos al Juez de imprenta para que subsane los defectos y se procederá a nueva
vista por el Jurado ante el cual se verificó la primera.

Art, 76. Cuando la Sección correspondiente de la Sala primera declare la casación
por violación de la ley en la aplicación de la pena, pasará los autos, para que decida
en el fondo, a la Sala segunda del mismo Tribunal, concurriendo de la primera los
Ministros precisos hasta completar el número de nueve que no hayan entendido en la
causa.

Art. 77. Ninguna de las Salas en sus casos respectivos decidirá los recursos que
a ella pasen sin oír previamente al Fiscal.

Art. 78. La declaración que desestime la casación pedida por el denunciado lleva
consigo la imposición de costas y la pérdida del depósito hecho para intentar el recurso.

Art. 79. Las multas y las costas del proceso se tomarán del depósito.
A este efecto el Gobernador oficiará al Director de la Caja de Depósitos, o a sus

comisionados si fuese en provincias; percibirá el importe de la multa, anotándolo en el
recibo y poniéndolo acto seguido en conocimiento del editor.

Art. 80. Si a los tres días de cobrada la multa no se hubiese completado el depó­
sito, se Sll.spen~erá el periódico hasta que se verifique.

Se suspen~erá también cuando el editor fuese condenado por sentencia firme hasta
que se habilite otro nuevo.

Arr, 8l. Siempre que un periódico sea inutilizado o multado, se inutilizarán los
ejemplares que a ello hubieran dado motivo.

Se devolverán al editor los ejemplares del periódico que hubiese sido absuelto por
el Jurado.

Art. 82. En todo 10 que no esté previsto por esta ley respecto del procedimiento,
se observará 10 prevenido para los juicios ordinarios.

TíTULO VIII

De las litografías, grabados y carteles

Art, 83. 'Ningún dibujo, grabado, litografía, estampa, medalla o emblema, de cual­
quier clase o especie que sea, podrá publicarse, venderse ni exponerse al público sin la
previa autorización del Gobernador de la provincia.

Lo mismo sucederá respecto a las viñetas que hayan de estampar en el cuerpo de
un periódico o de otro impreso cualquiera.
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Art. 84. Ningún cartel manuscrito, impreso, litografiado o bajo cualquier otra formaque fuere, podrá fijarse en los parajes públicos sin previo permiso del Gobernador dela provincia, del Subgobernador o de la Autoridad Local donde no residan aquéllos.Art, 85. Los escritos, grabados o litografías quedan sujetos a las disposiciones es­tablecidas por esta ley para los impresos.

TiTULO IX

De las faltas y la intervención de la Autoridad gubernativa
Art. 86. La reimpresión de un artículo o impreso denunciado no habiendo recaídosentencia absolutoria será castigada con la multa de 1.000 a 4.000 rs. sin perjuicio delo que se prescribe en el arto 54 de esta ley.Art, 87. La reimpresión de un artículo condenado sujeta al responsable de ella,sin nuevo juicio ni calificación, a la multa que por aquél se hubiese impuesto.Art, 88. La ocultación maliciosa de artículos condenados será castigada con unamulta de 1.000 a 4.000 rs.
Art. 89. El impresor que no pusiese su nombre y apellido, residencia y año enalgún impreso, será multado por cada vez con 200 a 1.000 rs.Art, 90. La empresa de todo periódico político o religioso que comenzase a publi­carse sin editor debidamente autorizado, o que siguiese publicándose después de dic­tarse contra su editor sentencia firme condenatoria, o teniendo incompleto el depósito,será castigada con la multa de 500 a 2.000 rs., sin perjuicio de las penas a que pudiesehaber lugar por delitos de otras clases.Art, 91. El Impresor que irnprrmiese un periódico sin editor, o sin poner al pieel nombre y apellido de éste, incurrirá en la multa de 200 a 1.000 rs, En igual multaincurrirá el editor del periódico en el que se publique un artículo sin firma.Art, 92. El editor de un periódico que deje de cumplir con cualquiera de las pre­venciones establecidas en los arts, 20, 21 y 22 sufrirá una multa de 1.000 a 4.000 rs,según la gravedad del caso.

Art. 93. El ediror o impresor que infrinja el arto 3.° será castigado con una multade 500 a 2.000 rs,
Art. 94. El que imprima y publique los discursos que se pronuncian en la vistade las causas sobre imprenta en otra forma que en la prevenida en el arto 68 de estaley, sufrirá la multa de 1.000 a 4.000 rs., sin perjuicio de las acciones a que hubieselugar y del secuestro.
Art. 95. Se prohibe abrir suscripciones públicas para pagar las multas impuestaspor el Jurado. El que lo hiciere será multado por el Gobernador de la cantidad de1.000 rs., sin perjuicio de las demás acciones que procedan.Art. 96. Los que contravengan a 10 dispuesto en el arto 83 pagarán una multa de500 a 2.000 rs. y la pérdida de los objetos que causasen esta determinación.Art. 97. La fijación de todo cartel sin el permiso competente se castigará con lamulta de 200 a 1.000 rs., sin perjuicio de las acciones a que hubiese lugar según loscasos.
Art. 98. Las obras comprendidas en el arto 6.° se embargarán o detendrán, y losresponsables sufrirán además una multa de 1.000 a 4.000 rs., sin perjuicio de las demáspenas a que hubiese lugar por el contenido de las mismas obras o escritos.El interesado podrá acudir al Ministro de la Gobernación, el cual decidirá despuésde oír el Consejo de Estado.
Art. 99. Las multas de que hablan los artículos anteriores de este título serán im­puestas por el Gobernador o Subgobernador, y donde éstos no residan, por la Auto­ridad local.
Art. 100. El Gobernador o el Subgobernador, o donde no residan, la Autoridadlocal, podrán imponer multas que no excedan de 1.000 rs.:

1.0 Cuando se falte a la decencia y a las buenas costumbres.2.° Cuando se publiquen hechos relativos a la vida privada que, sm ser injurio­sos, produzcan o puedan producir algún contratiempo o disgusto en la fami­lia a que la noticia se refiera.
3.° Cuando se publique, ya explícita, ya embozadamente, la noticia de estarseconcertando o de haberse verificado un duelo.

3
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TÍTULO X

Disposiciones generales

Art, 101. Las disposiciones de esta ley no serán aplicables a los escritos oficiales
de las Autoridades constituidas, los cuales estarán sujetos a las que tratan de la respon­
sabilidad de los empleados públicos.

Tampoco lo serán a la publicación de la Gaceta de Madrid, ni a la de cualesquiera
otros documentos oficiales que el Gobierno o las Autoridades hiciesen.

Art. 102. En el caso de que el responsable de una multa sea insolvente, sufrirá
la prisión por el tiempo que corresponda, según lo establecido en el Código Penal.

Art, 103. Las composiciones dramáticas, impresas o manuscritas, no podrán repre­
sentarse en los teatros sin permiso de la Autoridad. Del mismo requisito necesitarán
para su circulación las novelas.

Art. 104. Quedan derogadas todas las dispisiciones anteriores a esta ley, relativas
al ejercicio de la libertad de imprenta.

Artículo transitorio

Mientras se organiza el Jurado, se conservará para los delitos especiales de impren­
ta el Tribunal de Jueces de primera instancia. Fuera de las funciones que le corres­
ponden como Juez-Presidente, el Juez de imprenta ejercerá desde luego todas las demás
que se le confieren por la presente ley.

Por tanto:
Mandamos a todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Gobernadores y demás Autorida­

des así civiles como militares o eclesiásticas, de cualquiera clase y dignidad, que guar­
den y hagan guardar, cumplir y ejecutar la presente ley en todas sus partes.

Palacio, a 29 de junio de 1864.=YO LA REINA.=EI Ministro de la Gobernación,
Antonio Cánovas del Castillo.


